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I. Introducción


En las últimas décadas es posible reconocer una clara tendencia a reforzar la protección de los adquirentes de cosas o servicios a través de nuevas garantías. En gran medida, el tema se ha situado en el ámbito de la defensa del consumidor donde se evidencia una expansión de dicho régimen mediante garantías más amplias y rigurosas. Manifestaciones de este fenómeno podemos encontrarlas tanto en el Derecho Comparado como en nuestro país. Así, en Europa, la Directiva 1999/44 CE sobre “Determinados aspectos de la venta y garantía de los bienes de consumo” constituye un buen ejemplo de lo que decimos, por cuanto exige al vendedor la entrega “...de un bien que sea conforme al contrato de compraventa”
. En cuanto a nuestro ordenamiento jurídico destacamos que la ley 24.240 –luego de la reforma incorporada por la ley 24.999- brinda un régimen integral sobre la materia, al contar los consumidores o usuarios con las siguientes garantías: a) por buen funcionamiento de la cosa (art. 11, 13 y cc); b) por provisión de repuestos y servicio técnico posventa (art. 12); c) por vicios redhibitorios (art. 18), y d) por la deficiencia en la prestación de servicios (art. 23).


En el ámbito del contrato de obra la cuestión transita por idénticos cauces, ya que, a través de reformas legislativas o de evoluciones jurisprudenciales, diferentes ordenamientos dan cuenta de la misma situación
. El tema encuentra su mayor expresión en el régimen de la responsabilidad por ruina cuya notable expansión conceptual tiene el propósito de contribuir no sólo a la seguridad de las edificios destinados a larga duración, sino también a la ampliación de la tutela del crédito de los adquirentes. 

Si bien el propósito de este trabajo se limita a estudiar el plazo previsto en el artículo 1646 del Código Civil, creemos que no puede soslayarse el contexto antes expresado, toda vez que, dicho término no sólo constituye un plazo de caducidad –como tradicionalmente ha sido considerado- sino también una valiosa garantía, que exige para su cabal comprensión una interpretación sistemática con la norma general del artículo 1647 bis, por cuanto ambas expresan las seguridades que se brindan a los adquirentes en el ámbito del contrato de obra. Esa es la perspectiva con la cual encararemos este trabajo. 

 II. La temporalidad y el Derecho. La caracterización de los plazos de caducidad en nuestro ordenamiento jurídico


Como bien lo recuerda el Profesor Miguel Angel CIURO CALDANI la ‘temporalidad’ y el ‘Derecho’ se interpenetran
. En múltiples supuestos las respuestas jurídicas dan cuenta de esa temporalidad, imbricada a los factores subjetivos, objetivos y espaciales, que se expresa –con sus respectivos matices- en las diferentes ramas del mundo jurídico.


En el Derecho de las Obligaciones el tiempo está presente de diferentes maneras. Así, influye en la configuración de la relación obligatoria, permitiendo distinguir los vínculos de ejecución instantánea de los de tracto sucesivo; posibilitando la designación del momento inicial y final de la misma; y contribuyendo a la determinación del plazo señalado para la exigibilidad de la prestación
. En otras ocasiones, el transcurso del tiempo sin el correspondiente ejercicio de los derechos opera la prescripción de la acción, como una manera de incentivar la diligencia y afianzar la seguridad jurídica
, generando en situaciones especiales efectos más intensos al aniquilar el derecho mismo, tal como ocurre con la caducidad. 


Se ha afirmado con acierto que la ‘caducidad’ o ‘decadenza’ –como la denominan los italianos- es la causa de extinción de un derecho derivada del transcurso del término perentorio establecido -por la ley o el contrato- para su ejercicio. Lejos de culpar la inercia del titular del derecho, responde a las exigencias de algunas situaciones jurídicas que exigen su definición dentro de un término rígidamente determinado
.  


Debe destacarse que algunos ordenamientos jurídicos cuentan con una regulación general que brinda un marco a todos los supuestos especiales establecidos. Tal es el caso del Código italiano de 1942 que dedica un último Capítulo a la ‘decadenza’, el que comienza con una norma suficientemente abarcadora que caracteriza a la figura y establece la inaplicabilidad al instituto de las reglas de la prescripción (art. 2964), para luego admitir la caducidad establecida por vía contractual (art. 2965), las causas que la impiden (art. 2966), sus efectos jurídicos (art. 2967), el carácter indisponible de la disciplina legal (art. 2968) y las facultades judiciales con las que se cuenta en tal supuesto (art. 2969). 

Esta situación contrasta con nuestro Derecho Privado, en donde el Código de Comercio y el Código Civil carecen de normas generales sobre la materia, pese a contar con múltiples casos especiales de caducidad
. Ello explica que nuestros autores se preocupen por señalar las diferencias que el instituto presenta con algunas figuras contiguas como la nulidad y la prescripción, lo cual indirectamente permite construir sus perfiles propios. En este sentido, se ha sostenido que la caducidad se diferencia de la nulidad, toda vez que en esta última la invalidez deriva de una causa originaria, concomitante a la celebración, en tanto que la ineficacia del acto caduco surge de una causa posterior
. Por su parte, con la prescripción los rasgos diferenciadores se multiplican
, destacándose muy especialmente que: a) la prescripción tiene vocación de generalidad, en tanto la caducidad se encuentra referida a ciertos derechos en particular; b) la prescripción extingue la acción judicial correspondiente, dejando subsistente la obligación con carácter natural, en tanto que la caducidad hace fenecer el derecho; c) la prescripción tiene siempre origen legal, y la caducidad legal o convencional; d) la prescripción está sujeta a causales de interrupción o suspensión, lo que en principio no se daría frente a plazos de caducidad; e) la prescripción puede ser renunciada, en tanto que, la caducidad es irrenunciable y puede y debe ser aplicada de oficio.

Esta importante labor doctrinaria encaminada a fijar los alcances de la caducidad se ha visto reflejada a nivel jurisprudencial –especialmente con motivo de los casos legales contemplados-
, y se ha propuesto consolidar en algunos de los proyectos de reformas al Código Civil. Así, el Proyecto elaborado por la Comisión designada por el decreto 468/92 proponía incorporar al Libro Cuarto un Título relativo a la “Caducidad”, con una regulación detallada que, al tiempo que determinaba sus efectos, excluía –en principio- su suspensión e interrupción, proclamaba la invalidez de ciertas cláusulas de caducidad, mencionaba los actos que la impedían, precisaba los alcances de la renuncia a la caducidad y las facultades judiciales
. Entre  sus fuentes, se aludía al Código italiano de 1942, junto a algunos Códigos latinoamericanos, especialmente el Peruano y el Boliviano. Este criterio ha sido seguido también por el Proyecto de Código Civil de 1998
. 

La laguna normativa que hoy resulta de la ausencia de un ‘régimen general’ para los casos de caducidad expresamente reconocidos -como el previsto en el art. 1646 del Código Civil-, no autoriza una aplicación de reglas o principios que vulneren la especialidad del instituto. Asimismo, la circunstancia de venir impuesta la mayoría de las veces a través de normas de orden público -que excepcionan el principio de autonomía de la voluntad-, imposibilita una hermenéutica extensiva o analógica
. Por lo demás, cada supuesto debe ser valorado atendiendo a una interpretación histórica y sistemática, abierta a las razones de su reconocimiento y al sentido que presentan en el marco institucional o negocial en el cual se insertan. 

III. Antecedentes históricos del plazo de garantía para los contratos de obra sobre inmuebles destinados a larga duración 


El artículo 1646 del Código de VÉLEZ disponía que “Recibida y pagada la obra por el que la encargó, el constructor es responsable por su ruina total o parcial, si ésta procede de vicio de construcción, o de vicio de suelo, o de la mala calidad de los materiales, haya o no el constructor puesto los materiales, o hecho la obra en terreno del locatario”. Entre otros aspectos, la norma transcripta carecía de un plazo de garantía el cual era habitual en la legislación comparada de la época como lo demuestra la propia nota del Codificador en la que recordaba que los Códigos Civiles francés, italiano, holandés y napolitano limitaban a diez años la responsabilidad del constructor, agregando más adelante que lo mismo hacía el Código de Prusia, y que todo ello, estaba en concordancia con los antecedentes del Derecho Romano
.


Sin afirmarlo, nuestro Código Civil -en su versión originaria- se acercaba a la solución propuesta por Freitas
. Recordemos que el inc. 2 del artículo 2794 del Esboço establecía que los empresarios constructores “Aunque la obra haya sido recibida o aprobada por el dueño de ella, y haya sido pagado su precio (art. 2781), serán responsables por su ruina total o parcial o por su destrozo, siempre que procedan de vicio de construcción o de vicio de suelo o de mala calidad de los materiales que hayan empleado en la obra”
. Con acierto afirmaba SPOTA que“...Freitas no seguía la norma general sentada por la mayoría de las legislaciones antiguas y modernas de establecer un plazo durante el cual la responsabilidad del empresario subsiste y a la expiración del cual quedaría libre de toda acción de responsabilidad..”
. 

Al haberse adoptado este criterio -de prescindir de un término de garantía- nuestros autores se vieron obligados a situar el tema en el terreno de la prescripción, en cuyo ámbito era necesario determinar el plazo aplicable y precisar desde cuándo el mismo comenzaba a correr. 

En orden a la primera cuestión, las posturas doctrinarias no eran concordantes. Segovia consideraba que la falta de término dejaba espacio al arbitrio judicial, decisión que criticaba por cuanto no veía “...equidad ni conveniencia alguna en tener indefinidamente suspendida sobre la cabeza del constructor o sus herederos la responsabilidad por ruina, que puede ser la obra lenta del tiempo o de muchas causas concurrentes”
. Machado, luego de preguntarse si la norma entrañaba una responsabilidad perpetua del constructor, respondía que si bien era cierto que el Código no señalaba término, tampoco había “...colocado esta acción entre las imprescriptibles” 
, razón por la cual postulaba que su silencio debía interpretárselo a favor de la libertad del deudor entendiendo que la acción se prescribía a los treinta años. Otros proponían recurrir a la solución del artículo 4023 del Código Civil
. 

El debate debió zanjarse a nivel judicial. En ese orden cabe traer aquí a colación lo resuelto en la causa “Magliolo de Morixe c/ Cottini Hnos”
, por cuanto constituye un precedente de cita obligada. En la misma, el Dr. SALVAT sostuvo que el contrato de obra “...impone al constructor la obligación de realizarla en debida forma, con sujeción a lo convenido y a las reglas del arte; si falta a esta obligación y a consecuencia de ello la obra se arruina total o parcialmente, el artículo 1646 del Cód. Civil lo hace responsable en los casos que en esa disposición se determinan; pero esa responsabilidad, aunque esté impuesta por la ley, tiene su base y su fundamento jurídico en el contrato celebrado”, agregando que al tratarse de una acción de naturaleza contractual “...la prescripción aplicable no sería la del artículo 4037, sino la del 4023, es decir diez años entre presentes y veinte entre ausentes, ya que no existe en nuestro Código Civil una regla especial para el caso particular examinado”
. 

Esta línea de razonamiento fue afirmándose en la jurisprudencia posterior, incluso en los años precedentes a la reforma de la ley 17.711
, al mismo tiempo que iba consolidándose a nivel doctrinal
.

En cuanto al inicio del cómputo de la prescripción, y mas allá de las dudas en cuanto a cuál era la solución más razonable, las respuestas estaban a la vista dado que la opción consistía en hacer correr la prescripción desde la fecha de recepción de la obra o desde que la ruina se había producido. Las opiniones estaban dividas aunque primaba el criterio sostenido por SPOTA en su tesis doctoral publicada en el año 1934. En ella, afirmaba que en nuestro Código Civil “...sólo existe un plazo de prescripción de la acción personal por daños y perjuicios. Considerar que la acción se prescribe a contar del día de la ruina es una solución que –prescindiendo de su concordancia con las disposiciones legales- tiene los inconvenientes que señala Abello. Sin embargo, a nuestro juicio, no cabe, ante el rigor de los principios, otra solución que la enunciada por el Ingeniero Durrieu: el plazo de 10 o 20 años se cuenta a partir de la ruina total o parcial por vicio de construcción, del suelo o de la mala calidad de los materiales” 
. 

IV. La garantía por ruina de la obra en el Derecho Comparado contemporáneo: la experiencia italiana, francesa y española


Durante el siglo XX los modelos sobre la responsabilidad por ruina, especialmente en el tema en estudio, se fueron perfeccionando. En ese sentido debemos comenzar refiriendo al Proyecto franco italiano de “Código de las Obligaciones y de los Contratos” del año 1927, que consagró un régimen innovador para las obras sobre inmuebles destinados a larga duración, estableciendo un concepto amplio de ruina  y un plazo de garantía  que se articulaba con un término de denuncia y otro de prescripción
. El texto inspiró al art. 1669 del Código italiano de 1942 que establece que “Cuando se trate de edificios o de otras cosas inmuebles destinadas por su naturaleza a larga duración si, en el curso de diez años del cumplimiento, la obra, por vicio del suelo o por defecto de la construcción, se arruina en todo o en parte, o presenta evidente peligro de ruina o graves defectos, el constructor es responsable frente al comitente y sus herederos, siempre que se haya hecho la denuncia dentro de un año del descubrimiento. El derecho del comitente se prescribe al año de la denuncia”. 


Otro hito en este proceso de ‘aggiornamento’ lo constituye la reforma del Code Napoleón mediante la ley 78-12 del 4 de enero de 1978, concretada con el propósito de superar las dificultades hermenéuticas generadas por los arts. 1792 y 2270
. 

Ella ha inspirado, a su vez, a la ley española sobre“Ordenación de la edificación” Nº 38 del 5 de Noviembre de 1999
, que regula el proceso de construcción de edificios, su calidad y seguridad a través de una normativa especial que convierte en supletoria la disciplina del Código Civil
. Conforme recuerda SANTOS MORÓN “La nueva ley no alude ya a la ruina de la obra y se refiere a daños derivados de diversos tipos de defectos constructivos. En realidad, partiendo de la ampliación del concepto ‘ruina’ por obra de la jurisprudencia la doctrina ya indicaba que podía sustituirse tal requisito por la mera presencia de ‘defectos de construcción’ en el edificio. La ley regula tres tipos de daños: los que comprometen directamente la resistencia mecánica y la estabilidad del edificio, los que ocasionen el incumplimiento de los requisitos de habitabilidad y los que afecten a elementos de terminación o acabado de las obras”
. 

Mediante la incorporación legislativa de las categorías jurídicas de defectos de ‘estabilidad’ o ‘habitabilidad’ de la obra, el legislador ibérico expandió el supuesto tradicional de ‘ruina’
, en tanto que a través de los defectos de ‘terminación’ pretendió brindar garantía a todo tipo de desperfecto, sea oculto, o aparente, en este último caso, debidamente denunciado mediante la pertinente reserva al tiempo de la recepción de la obra. El régimen, sin embargo, limita el resarcimiento a los daños materiales causados en el edificio por los vicios o defectos que se especifican
.


En ese contexto la reformulación de los plazos de garantía resultaba obligada. Así, lo hizo el apartado 1 del artículo 17 de la ley citada en cuanto dispuso que las personas físicas y jurídicas que intervienen en el proceso de la edificación responden frente a los propietarios y los terceros adquirentes de los edificios o parte de los mismos “...a) Durante diez años de los daños materiales causados en el edificio por vicios o defectos que afecten a la cimentación, los soportes, las vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan directamente la resistencia mecánica y la estabilidad del edificio; b) Durante tres años de los daños materiales causados en el edificio por vicios o defectos de los elementos constructivos o de las instalaciones que ocasionen el incumplimiento de los requisitos de habitabilidad del apartado 1. letra c del artículo 3. El constructor también responderá de los daños materiales por vicios o defectos de ejecución que afecten a elementos de terminación o acabado de las obras dentro del plazo de un año”. 

La solución presenta una evidente coherencia, ya que al tiempo que se expanden los alcances de los ‘vicios’ y de la ‘ruina’, se reformulan los plazos de garantía, teniendo en cuenta para su determinación la magnitud del evento dañoso. La pluralidad de términos resulta además apropiada, por cuanto se adecua mejor a la complejidad del fenómeno en estudio, difícil de encasillar a través de normas rígidas
. Finalmente, su tratamiento como plazos de ‘caducidad’ constituye un acierto, ya que conforme lo explicamos, a sus respectivos vencimientos se opera la extinción de la responsabilidad por los defectos mencionados, con independencia de la buena o mala fe del enajenante
. 

V. El régimen argentino después de la reforma introducida por la ley 17.711 

V.1. Fuentes, alcances y valoración de la nueva norma. El plazo de garantía y caducidad. Su articulación con el término de prescripción

Recuerda SPOTA que para la redacción del nuevo artículo 1646 del Código Civil se tuvieron en cuenta las consideraciones formuladas por BIBILONI en su Anteproyecto de Reformas, el que se había inspirado en el Proyecto franco italiano de las obligaciones de 1927, que a su vez –y conforme lo vimos- influyó sobre el Código Civil italiano de 1942
. Más allá de algunas variantes, la simple lectura del artículo 1767 del Anteproyecto citado lo pone de manifiesto. Recordemos que el mismo disponía que “Si se trata de edificios, o de construcciones inmuebles, destinadas a larga duración y la obra se arruina, o presenta peligro evidente de ruina, o se manifiestan defectos graves de construcción, dentro de los diez años de concluida la obra, causados por deficiencia de trabajo, o de los materiales, o del suelo, el empresario es responsable. Debe denunciarse a éste, el hecho dentro de los sesenta días de descubierto. La acción debe intentarse dentro de los dos años de la denuncia”
. 


Conjugando estos antecedentes, la reforma del 68’ precisó el tipo de obra alcanzado por la responsabilidad por ruina, los sujetos obligados, los límites de la autonomía de la voluntad y los plazos de garantía, caducidad y prescripción
. 


En lo que concierne a este trabajo, la ley 17.711 partía de la premisa de reputar injusta la solución del Codificador de no consignar un plazo de garantía
, por cuanto no sólo suponía desconocer la tradición jurídica -casi universal en la materia- sino que además exageraba la responsabilidad del locador “...hasta el extremo de pretender que, prácticamente, se transforme en cuidador ad infinitum de la bondad de lo que realizara”
.


Por tanto, lo establecido en el párrafo segundo del vigente artículo 1646 del Código Civil, en cuanto dispone que “Para que sea aplicable la responsabilidad, deberá producirse la ruina dentro de los diez años de recibida la obra y el plazo de prescripción de la acción será de un año a contar del tiempo en que se produjo aquélla”, supuso sustraer el tema de los dominios exclusivos de la prescripción para situarlo en el más adecuado esquema de articulación entre los plazos de garantía, caducidad y prescripción.  


Pensamos por ello, que la gran novedad fue receptar un plazo de garantía a fin de enmarcar la responsabilidad por ruina después de entregada la obra, que actuara -en ese contexto negocial- como una exigencia de mínimos atento a su carácter de orden público, dejando librada a la autonomía de la voluntad el término máximo de aquella garantía. En ese mismo sentido se ha dicho que no resulta dudosa la conveniencia de la reforma en cuanto “...la distinción entre garantía y prescripción es útil y ventajosa y porque atento el carácter de orden público que asume la responsabilidad del empresario, aquel plazo puede válidamente ampliarse mediante acuerdo expreso de partes, aunque nunca disminuirse, ya que ello podría traer aparejada una burla a los deberes que asume el locador”
.


El plazo de garantía actúa además como término de caducidad, ya que, su mero transcurso sin que se opere la ruina, producirá la extinción del derecho reconocido. Así lo admiten pacíficamente nuestra doctrina
 y jurisprudencia
. 

Por el contrario, el hecho ruinógeno acaecido dentro del plazo de garantía permitirá el ejercicio de las facultades reconocidas en el artículo 1646 del Código Civil, quedando sujeta la acción al plazo de prescripción de un año a contar desde su producción. 

V.2. Las nuevas fronteras entre los vicios ocultos y la responsabilidad por ruina: su incidencia sobre los plazos de caducidad y prescripción


La concepción rígida que tradicionalmente imperó a la hora fijar el alcance de la ruina de la obra, ligada a la noción de estabilidad, parece hoy perder terreno en el ámbito doctrinario y jurisprudencial, lo cual se proyecta sobre el régimen aplicable en orden a plazos de garantía, caducidad y prescripción. 

Recordemos que la reforma de la ley 17.711 -a diferencia de sus fuentes-, no contempló a los ‘defectos graves’ como hechos generadores de ruina, que parecían quedar circunscriptos exclusivamente al ámbito de los vicios ocultos. Si bien aún hoy existen voces autorizadas que siguen afirmando que la responsabilidad del artículo 1646 surgirá cuando la ruina se haya producido
, hay quienes proponen ampliar el concepto al caso del peligro de ruina
 e incluso a los graves defectos. En esta última dirección puede situarse a la corriente jurisprudencial que entiende que “Existen vicios ocultos calificables como ruina cuando las fallas no comprometen la estabilidad del edificio, ya que no es necesaria la caída actual o inminente de la obra para que la ruina se configure, siendo suficiente con que los deterioros impidan el aprovechamiento, debiendo analizarse la prueba producida para determinar si los vicios tienen la gravedad necesaria para atribuirles carácter de ruina”
. De modo concordante también se sostuvo que “Para que exista ruina no es necesario que las fallas comprometan la estabilidad o solidez del edificio, pues basta que las deficiencias impidan el normal uso y goce de la cosa, desnaturalicen el fin de la obra o impidan su aprovechamiento adecuado...”
. 

Lógicamente, en todos los precedentes citados, la caducidad y prescripción fue juzgada a luz de lo previsto en el artículo 1646 del Código Civil. 

La doctrina especializada ha valorado esta apertura. SALERNO considera que esta jurisprudencia plantea un enfoque novedoso porque asimila el supuesto de ruina a la aparición de vicios ocultos de cierta significación, aclarando que aunque un defecto oculto no produzca de manera inmediata la ruina puede presentar tal “...magnitud como para asimilar ambas situaciones”
. De este modo se busca una armoniosa integración entre la norma general del artículo 1647 bis con la solución especial del artículo 1646, resolviéndose los graves problemas derivados de la falta de plazos de garantía y caducidad para los defectos ocultos contemplados en la norma citada en primer término
.

Es evidente que los nuevos horizontes interpretativos no sólo han acercado el artículo 1646 a la literalidad de sus fuentes, sino que además le han dado al instituto una notable flexibilidad, en sintonía con los modelos jurídicos contemporáneos. Además, y de este modo, se va consolidando una postura que había comenzado a perfilarse con cierta fuerza después de la reforma del 68’. Recordamos en ese sentido la opinión de  PASCUAL quien afirmaba que debía considerarse configurada la ruina cuando los daños alcanzaran una acentuada importancia, aún cuando no comprometieran la solidez o estabilidad del edificio
. 

V. 3. Cómputo y suspensión del plazo de caducidad


El artículo 1646 refiere a la ‘recepción’ como el momento a partir del cual comienza a correr la garantía con su correspondiente plazo de caducidad. Si bien resulta incontrovertible que el texto descarta su aplicación cuando la recepción no se haya producido
, no es menos cierto que la expresión resulta equívoca por cuanto aquella no siempre supone la conformidad o aceptación de la obra por el dueño. Afirma con acierto LORENZETTI que el locatario puede “...manifestar expresamente que no la acepta, o que la acepta parcialmente impugnando los trabajos adicionales, o que la acepta sin renunciar a la acción de daños de la mora, o que la acepta tomando un plazo adicional para impugnar algunos vicios aparentes sobre los que tiene algunas dudas que necesita aclarar”
. 


Por ello, el cómputo del referido plazo ha sido objeto de discusiones en nuestra doctrina. Para algunos, el mismo debía comenzar a contar aún frente a una ‘recepción provisoria’, puesto que en ella el dueño entra en la posesión inmediata de la obra
. Para otros, la recepción decenal del artículo 1646 del Código Civil “...sólo empieza a correr a partir de la recepción definitiva”
, puesto que “...una recepción provisional todavía no implica aprobación y puede seguirse luego el rechazo de la obra”
. Este último criterio –que entendemos acertado- ha sido recogido por algunos de los proyectos de reformas. Tal el caso del Proyecto de 1998 que disponía en el artículo 1199 que para aplicarse la responsabilidad por ruina el daño debía “...producirse dentro de los diez años de aceptada la obra”
. El criterio ya había sido introducido en el Proyecto de Código Civil de 1987 y en el Proyecto de 1993 de la Comisión Federal, aunque en estos últimos casos con motivo de los vicios ocultos
. 


La jurisprudencia ha adoptado esta última postura. En reiteradas oportunidades sostuvo que “Tanto el art. 1646 del Código Civil como el art. 1647 bis del mismo ordenamiento se refieren a la recepción definitiva y no a la provisional”
. 

Existe conformidad, en cambio, en cuanto a que el plazo de garantía y caducidad del artículo 1646 no se encuentra sujeto a suspensión o interrupción alguna
.

Por otra parte, en ciertas ocasiones, resulta un problema particularmente complejo  determinar el acaecimiento de la ruina. Esta cuestión reviste interés ya que no sólo fija el comienzo del plazo de prescripción, sino que además, condiciona que el supuesto se encuentre comprendido dentro del plazo de garantía. Como bien se ha dicho, “Los casos extremos de derrumbe total de una obra, donde la instantaneidad y contundencia del hecho permite establecer un momento preciso de producción de la ruina, parecen presentar menores inconvenientes a la hora de dilucidar aquella cuestión”
. En cambio, “Los supuestos de ruina que generan ineptitud funcional de la obra –equiparados a la ruina en sentido estricto-, resultan, de mayor complejidad para el intérprete”
, exigiendo allí un minucioso estudio de las circunstancias fácticas del caso. 

VI. La extensión del plazo de garantía frente a la ruina de la obra. La cuestión en los proyectos de reformas al Código Civil  


Conforme hemos visto, la reforma de la ley 17.711 incorporó un plazo de garantía de diez años, considerado como un término ‘razonable’ para juzgar la responsabilidad por ruina.


Sin embargo, no han faltado críticas a la extensión del término legal. Así, en el ámbito jurisprudencial se sostuvo que si bien el artículo 1646 del Código Civil garantiza la solidez y seguridad del inmueble por el plazo de diez años, se entiende que el mismo “...debería sobrepasar en muchísimos años más ese lapso”
. En esa misma corriente de opinión cabe citar al Proyecto de Código Civil elaborado por la Comisión designada por decreto del P.E.N. Nº  468/92, en cuanto disponía en su artículo 1185 que “Para que sea aplicable esta responsabilidad, deberá producirse la ruina dentro de los veinte años de recibida la obra...”. El régimen proyectado se integraba además con la reformulación que se proponía a la regulación de los vicios redhibitorios, en donde se consagraba para la comercialización de inmuebles un plazo de garantía de diez años desde que el vicio se tornare ostensible
. 


En el Derecho Comparado, la tendencia parece otra, de acuerdo a lo que hemos expuesto en los puntos anteriores, especialmente en los modelos más recientes donde se observa la postura de mantener el plazo de garantía decenal para los supuestos en los que se ve comprometida la estabilidad o solidez del edificio y a reducirlo en aquellos casos en donde se ve afectada su habitabilidad o funcionalidad. 

Algunos países latinoamericanos no parecen estar ajenos a estas soluciones
. Es el caso de Uruguay, en donde ZAFIR –criticando la solución vigente que contiene un plazo único de garantía por cualquier tipo de vicios por el término de diez años
- nos recuerda que “...se intenta proyectar una reforma legislativa estableciéndose un plazo de garantía por diez años para aquellos vicios que puedan producir la ruina y que atañen a la seguridad de la construcción; y un plazo de cinco años par los restantes vicios o defectos que no afecten la solidez del mismo”
. Fundamentando su postura afirma que “...la consagración de dos plazos de garantía según el tipo de defectos resulta adecuado a los intereses tutelados, y se compadece en mejor forma con la situación actual. En efecto, existen materiales que no tienen una duración de diez años y abaratamiento del costo no incide en la parte estructural relativa a la estabilidad del edificio. La elección de estos materiales permite a un mayor número de personas acceder al mercado inmobiliario y la reducción del plazo de garantía hace que las empresas asuman la construcción de más viviendas”.


En ese contexto, no nos sorprende que el Proyecto de Código Civil de 1998 -partiendo de la premisa de receptar la ampliación del concepto de ruina- ratifique el plazo de garantía de diez años por los daños que comprometan la solidez del edificio y proponga hacerlo extensivo a los que la hacen impropia para su destino. Esto es lo que afirma el proyectado artículo 1197 al sostener que “El constructor de una obra realizada en inmueble destinada por su naturaleza a tener larga duración responde al comitente y al adquirente de la obra por los daños que comprometen su solidez y por los que la hacen impropia para su destino”, agregando el artículo 1199 que para que sea aplicable dicha responsabilidad “...el daño debe producirse dentro de los diez años de aceptada la obra”
. Luego, para los demás vicios o defectos no ostensibles al momento de la recepción, postula la aplicación de la garantía por defectos ocultos, en donde consagra un término de caducidad de tres años a contar desde que la obra fuere recibida. 
VII. Consideraciones finales


El estudio del plazo de garantía y caducidad del artículo 1646 del Código Civil, desde su perspectiva histórica y actual, nos ha permitido adentrarnos en algunos de los principales problemas que presenta la responsabilidad por ruina, que dan cuenta de una interesante evolución a partir de las diferentes fuentes del derecho, en especial, la doctrina y jurisprudencia. 


Adviértase que el régimen defectuoso sobre la responsabilidad por ruina que surgía del Código de Vélez –en gran medida afectado por la falta de determinación de su ámbito de aplicación y de plazos de garantía y prescripción- intentó ser superado a través de la reforma de la ley 17.711 en cuanto modificó el artículo 1646 al que se lo perfiló como norma especial, integrada al régimen general diseñado por el reformador para los casos de defectos ocultos.

Sin embargo, la ausencia en el nuevo artículo 1647 bis de un plazo de garantía para los vicios ocultos en el contrato de obra ha provocado una tensión con las normas sobre la ruina, que ha generado paulatinamente la extensión de este último régimen hacia los supuestos de defectos graves que producen una ruina funcional, a fin de encontrar en él un plazo de cobertura
. Hace ya más de dos décadas en un valioso precedente sobre el tema se recordaba que “La diferencia entre la ruina total o parcial del artículo 1646 y los vicios aparentes u ocultos contemplados en el artículo 1647 bis, no radica en el resultado actual de los defectos, sino en su potencialidad, presente o futura, de tornar inepta la obra de un modo absoluto”
. En el mismo sentido se ha dicho que “La distinción entre vicios y ruina consiste en que los primeros son falencias o defectos de la cosa y los segundos requieren la potencialidad dañosa de provocar la destrucción total o parcial o hacer la obra inútil para su destino, condición ‘sine qua non’ para aplicar el artículo 1646”
.

De este modo, se deja al artículo 1647 bis como solución general que atrapa a cualquier defecto que presente la obra, no siendo necesario que el mismo sea grave, ni que haga a la cosa impropia para su destino
. La apertura con la cual se aprecia a la ruina se proyecta necesariamente sobre el régimen de los vicios ocultos.

Estos corrimientos explican mejor la jurisprudencia que hemos reseñado y las soluciones contenidas en los proyectos de reformas a los que pasamos revista. Por lo demás, y conforme ha quedado dicho, la evolución guarda cierto grado de similitud con las soluciones más recientes del Derecho Comparado. Nos parece importante recordar nuevamente la reciente experiencia española, iniciada con motivo de la jurisprudencia del Tribunal Supremo que desembocó en la ley Nº 38 del 5 de Noviembre de 1999, dando lugar a un régimen elaborado a partir de los requerimientos sociales
. Esperamos que ese mismo camino sea seguido oportunamente por nuestro legislador, modernizando buena parte de las soluciones innovadoras que en su época consagró la ley 17.711.

*Profesor Titular Asociado de Derecho Civil III (Contratos) y de Defensa de los Consumidores y Usuarios en la Facultad de Derecho de la U.N.R.; Profesor Titular de Derecho Civil III (Contratos)  y  Derecho del Consumidor en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la U.C.A.


�  Ver su artículo 2, parágrafo 1. España recepcionó recientemente dicha Directiva mediante la ley 23/2003 del 10 de Julio del año pasado. Ella desarrolla el principio de conformidad en su artículo 3.


�  Recuerda CORDERO LOBATO, E., que en Europa es posible que se dicte en el futuro “...una Directiva comunitaria que sea aplicable a las responsabilidades en la construcción”, en Comentarios a la ley de ordenación de la edificación, obra colectiva de coautoría de la jurista nombrada junto a CARRASCO PERERA, A. y GONZÁLEZ CARRASCO, M. C., Aranzadi, Pamplona, 2000, pág. 300, nota Nº 19. Debe aclararse que ya se intentó regular esa materia en la Propuesta de Directiva del Consejo sobre la responsabilidad del prestador de servicios. 


� “El Derecho, la temporalidad y la transtemporalidad”, en Anuario de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario, Rosario, 1981, Nº III, Pág. 34.


�  DIEZ-PICASO, L y GULLÓN, A., Sistema de Derecho Civil, Tecnos, Madrid, 2001, V. II, pág. 153 y ss.


�  BORDA, G. A., Tratado de Derecho Civil. Obligaciones, Editorial Perrot, Buenos Aires, 1983, pág. 10. Estas reflexiones siguen resultando válidas en el Derecho Occidental, ya que por ejemplo, la reciente reforma del BGB ha tendido hacia la unificación de los plazos de prescripción con el propósito de lograr la ampliación de los términos excesivamente cortos y reducir los excesivamente largos a fin de incitar al acreedor a ejercitar sus pretensiones de forma lógica y efectiva. Al respecto puede verse a DOHRMANN, K. J. A., “Un nuevo Derecho de Obligaciones. La reforma 2002 del BGB”, en Anuario de Derecho Civil, T. LV – Fasc. III (julio-septiembre), 2002, pág. 1154  En los países musulmanes, sin embargo, la cultura jurídica resulta signada por la idea de perpetuidad de la propiedad, tal como lo pone de manifiesto el Prof. Rodolfo SACCO en su obra Trattato di Diritto Comparato, Utet, Torino, 1999, 472.


� BIANCA, C. M. – PATTI, G. – PATTI, S., Lessico di Diritto Civile, Giuffrè Editore, Milan, 1995, pág. 253. En nuestro país, LLAMBÍAS, J.J. define a la caducidad de modo similar, al sostener que “...es un modo de extinción de ciertos derechos en razón de la omisión de su ejercicio durante el plazo prefijado por la ley o la voluntad de los particulares”, en Tratado de Derecho Civil. Parte General, Editorial Perrot, Buenos Aires, 1984, T. II, pág. 699.


�  SALERNO, M. U., reconoce un extenso listado en normas del Código Civil y del Código de Comercio, y en las leyes: registral, de defensa del consumidor, de superficie forestal, de seguros, de sociedades comerciales y de concursos, en Prescripción liberatoria y caducidad, La Ley, Buenos Aires, 2002, pág. 89 y ss.


�  BORDA, G. A., Tratado de Derecho Civil. Parte General, Editorial Perrot, Buenos Aires, 1980, pág. 406 y ss.


� Al respecto pueden verse: LLAMBÍAS, Tratado ..., op.cit., pág. 700 y BORDA, G. A., Tratado de Derecho Civil. Obligaciones, op. cit., pág. 114 y ss.; SALERNO, Prescripción liberatoria...,  pág. 91 y ss. 


�  El supuesto previsto en el art. 1646 del Código Civil que habremos de desarrollar en este trabajo es una buena prueba de ello.


�  Reformas al Código Civil. Proyecto y notas de la Comisión designada por el decreto 468/92, Astrea, Buenos Aires, 1993, pág. 409 y ss.


�  Este Proyecto dedicaba el Capítulo VII del Libro Séptimo “De las disposiciones comunes a los derechos personales y reales” a la  “Caducidad de derechos”; al respecto puede verse Proyecto de Código Civil de la República Argentina unificado con el de Comercio, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1999, pág. 602.


�  Con ello no desconocemos la distinción modernamente admitida entre caducidad relativa a derechos disponibles e indisponibles. Al respecto pueden verse los Proyectos de Reformas al Código Civil citados en las notas anteriores. 


� Un excepcional trabajo de investigación sobre las fuentes del art. 1646 del Código de Vélez puede verse en un antiguo trabajo publicado por SPOTA, A. G., titulado “Responsabilidad que corresponde al locador de obra por la ruina total o parcial de ésta después de recibida y pagada (art. 1646 del Código Civil)”, publicada en J.A. t. XXXVII (1932), pág. 1601 y ss.


�  En el mismo sentido APARICIO, J. M., quien valorando la solución afirma que “El Código Civil inspirado en el Esboço, consagró la responsabilidad del constructor por la ruina total o parcial de la obra, sin fijar un plazo de su duración, apartándose, así, de los otros precedentes legislativos antiguos y de la época, que atinada y prudentemente consignaban el término”, en La locación de obra y las reformas introducidas al Código Civil por la ley 17.711, Plus Ultra, Buenos Aires, 1973, pág. 46. En sentido contrario citamos la opinión de PASCUAL, quien entiende que la falta de determinación de un plazo para hacer jugar la responsabilidad del constructor debía atribuirse a un mero descuido u olvido, por cuanto “...parece inadmisible que su verdadera intención fuese establecer una responsabilidad temporalmente indefinida o perpetua, que no se compadece con el criterio que impera en esa estructura legal”, en “El contrato de locación de obra en la ley 17.711” investigación incorporada a Examen y crítica de la reforma del Código Civil, Editora Platense, La Plata, 1974, T. 3 (Contratos-Reales), pág. 243 y ss.


�  A.T.DE FREITAS, Código Civil, traducción castellana, García Santos y Roldán, Buenos Aires, 1909, pág. 169.  


�  SPOTA, “Responsabilidad que corresponde al locador …..”, op. cit., pág. 1607.


�  Código Civil de la República Argentina con su explicación y crítica bajo la forma de notas hechas  por el Dr. L. SEGOVIA,  P. E. Coni Editor, Buenos Aires, 1881, pág. 448, nota 181.


� Exposición y Comentario del Código Civil argentino, Librería e Imprenta Europea de M. A. Rosas, Buenos Aires, 1917, T. IV, pág. 436. 


� El viejo texto –hoy modificado por la reforma introducida por la ley 17.711- disponía que “Toda acción personal por deuda exigible se prescribe por diez años entre presentes y veinte entre ausentes, aunque la deuda esté garantizada con hipoteca”.


� Cámara Civil 2ª de la Capital, 05/02/31, .J.A. T. XXXVII (1932), pág. 1601 y ss.


�  Idem, pág. 1631.


� Así, en la causa “Velazco, Francisco c/ Aloisio, Antonio”, CCC, 1ª Bahía Blanca, 15/06/65, se sostuvo que la responsabilidad por ruina “...es de naturaleza contractual y prescribe a los diez años...”, J.A. T. 1966-I, pág. 277.


� Un buen ejemplo de lo que decimos lo encontramos en REZZÓNICO, L. M., Estudios de los contratos en nuestro Derecho Civil,  Depalma, Buenos Aires, 1969 (Tercera Edición), pág. 820 y ss.


�  La tesis fue apadrinada por el Dr. Salvat, obtuvo el premio Profesor Eduardo Prayones y fue publicada bajo el título Locación de obra, por la Casa Editora Méndez, Buenos Aires, 1934. La cita transcripta corresponde a la  pág. 223.


�  El art. 522 proyectado decía que “Quando però si tratti di edifici o di altre opere immobili destinate per la loro natura a lunga durata, se nel corso di dieci anni dal compimento l’opera rovina in tutto o in parte, o presenta evidente pericolo di rovina o in fine se si manifestano gravi defetti, sempre per vizio di construzione o per vizio del suolo, l’appaltatore è responsabile. La denuncia deve essere fatta entro sessanta giorni dalla scoperta. L’azione deve essere intentata entro due anni dalla denuncia. Questa disposizione si aplica anche al caso dell’art. 519”, Provveditorato Generale dello Stato Librería, Roma, 1928 (Anno VI). 


� Pueden encontrarse valiosas consideraciones sobre la evolución del régimen originario en PLANIOL, M. y RIPERT, J., Tratado de Derecho Civil Francés, traducción española de M. Díaz Cruz, Cultural S.A., Habana, 1940, T. XI, pág. 192 y ss. Asimismo H., L. y J. MAZEAUD, Lecciones de Derecho Civil, traducción de L. Alcalá-Zamora y Castillo, Ediciones Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1962, Parte III, T. IV, pág. 363 y ss.    


� Así lo reconoce CORDERO LOBATO, E., en Comentarios a la ley de ordenación..., op. cit., pág. 311. 


� DÍEZ-PICAZO y GULLÓN, Sistema de Derecho Civil, op. cit., pág. 389.


� SANTOS MORÓN, en Comentarios a la ley de ordenación de la edificación, dirigida por PAREJO ALFONSO, y coordinada por M. I. FELIÚ REY y M. N. DE LA SERNA BILBAO, Tecnos, Madrid, 2001, pág. 334.


�  SANTOS MORÓN considera que la reforma amplía el concepto de ruina más allá de las rígidas fronteras la estabilidad del edificio. Así, incluye a los resquicios en la fachada de un edificio que permiten la penetración de agua y corrientes de aire; a los rellanos de escalera con pendientes hacia el interior de las viviendas que causan entrada de agua de lluvia; pozo séptico insuficiente; red de saneamientos ineficaz; etc. Idem, pág. 336. 


� Recuerda CORDERO LOBATO que la solución es la contraria en Francia “...en donde se estima que la responsabilidad del art. 1792 del Code cubre todos los daños causados por el vicio o defecto constructivo, de tal forma que el daño resarcible conforme a ese precepto sería mayor que el interés a asegurar, limitado –éste sí- a los daños materiales causados al edificio”, en Comentarios a la ley de ordenación..., op. cit.,pág. 301, nota Nº 31. 


�  DIEZ-PICAZO y GULLÓN recuerdan que “La construcción de edificios se abordaba en el Código civil en el arrendamiento de obra, hasta el punto que sin error puede afirmarse que era la edificación el presupuesto de sus normas. Pero ante la complejidad técnica que hoy ha alcanzado el proceso constructivo, y la calidad y seguridad que se exigen a los edificios, las normas del Código civil no resultaban apropiadas para abarcar aquel proceso. De ahí la promulgación de la Ley 38/1999...”, Sistema ..., op. cit., pág. 389.


�  CORDERO LOBATO., en Comentarios a la ley de ordenación de la edificación, op. cit., pág. 341.


�  Instituciones de Derecho Civil. Contratos, Depalma, Buenos Aires, 1979, Vol. V, pág. 454. Sobre este mismo tema el Dr. ANDORNO ha dicho que “La reforma se inspiró en el art. 1669 del Código Civil italiano de 1942, que también ha sido seguida por el nuevo Código Civil portugués, art. 1225...”, en “Responsabilidad civil por ruina del edificio”, L.L. Litoral, 1997, pág. 261. En sentido concordante ver a TRIGO REPRESAS, F. A., “Responsabilidad civil por ruina de edificio, en obras destinadas a larga duración”, RCyS, Enero-Febrero de 2004, pág. 61.


�  Reforma del Código Civil. Anteproyecto de Juan Antonio Bibiloni, Gmo. Kraft Ltda, Buenos Aires, 1939, Tomo II, pág. 381.


� SPOTA, Instituciones de Derecho Civil..., op. cit., pág. 455.


� G. A. BORDA, La reforma de 1968 al Código Civil, Editorial Perrot, Buenos Aires, 1971, pág. 337.


� A. L. PASCUAL, “El contrato de locación de obra en la ley 17.711”, op. cit., pág. 244.


� Idem, pág. 245.


� APARICIO, La locación de obra y...,op. cit. pág. pág. 47; GHERSI, C. A. y WEINGARTEN, C., Código Civil. Análisis jurisprudencial, comentado, concordado y anotado, Nova Tesis, Rosario, 2003, T. II, pág. 824; LORENZETTI, R., Tratado de los contratos, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2000, T. II, 718; MOSSET ITURRASPE, J., Responsabilidad por daños, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1998, T. II, pág. 330; NICOLAU, N., en Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, dirigido por BUERES, A. J. y coordinado por HIGHTON, E., Hammurabbi, Buenos Aires, 2002, pág. 652; TRIGO REPRESAS, F. A. y LÓPEZ MESA, M. J., Tratado de la responsabilidad civil, La Ley, Buenos Aires, 2004, T. II, pág. 617.  En la doctrina colectiva pueden verse las conclusiones de la Comisión Nº 1 de las Cuartas Jornadas Sanrafaelinas de Derecho Civil, San Rafael, Mendoza, 1976, El derecho privado en la argentina. Conclusiones de congresos y jornadas de los últimos treinta años, Universidad Notarial Argentina, Buenos Aires, 1991, pág. 168.


�  Entre muchas otras sentencias pueden verse la causa “Bona Dea SRL c/ Lew Hnos S.A.”, CNCom., Sala A, 11/02/97, L.L. T. 1997-F, pág. 234, donde se sostuvo que “La acción de responsabilidad por deterioro o ruina de la obra prescribe al año de acontecida, siempre que sobrevenga dentro del plazo decenal de garantía establecido por el art. 1646 del Cód. Civil, que también funciona como un plazo de caducidad”.


�  LÓPEZ DE ZAVALÍA, F., Teoría de los contratos, Tomo 4, Parte Especial (3), Zavalía, Buenos Aires, 1993, pág. 273. El argumento principal que esgrime el destacado jurista tucumano es la discordancia existente entre las fuentes de la reforma y la redacción del nuevo artículo 1646. 


� GASTALDI, J. M., entiende que la ruina debe ser interpretada de forma amplia de modo de “...cubrir todos aquellos supuestos en que la obra realizada se encuentra comprometida en cuanto a su ‘solidez o estabilidad’”, en “El contrato de obra y la ruina del edificio”, L.L. T. 1992-D, pág. 24. 


� “Consorcio de Copropietarios Avda. Libertador Gral. San Martín 4496/98 c/ Edificadora Libertador”, CNCiv., Sala F, 29/04/91, L.L. T. 1992-D, pág. 25. 


� “Proyectos especiales Mar del Plata Sociedad del Estado c/ Seminara S.A.”, SCBuenos Aires, 07/07/98, L.L. Buenos Aires, T. 1998, pág. 1357. En sentido concordante “Barone, Felipe c/ Clasca, Ricardo”, CNCiv., Sala H, 19/12/96, L.L. T. 1997-C, pág. 250.


� “La ruina de la obra no es un juego de palabras”, L.L. T. 1992-B, pág. 28. 


�  NICOLAU aborda en profundidad este problema y realiza una mirada crítica de las diferentes posturas ensayadas desde la perspectiva del artículo 1647 bis, en Código Civil y normas complementarias..., op. cit., pág. 664 y ss. 


� PASCUAL, A. L., “El contrato de locación de obra en la ley 17.711”, op. cit., pág. 242. Para fundar su postura el autor recordaba que “La jurisprudencia ha contemplado diversos supuestos específicos, declarando que dentro de las previsiones legales debe incorporarse el hundimiento de los pisos, la humedad generalizada, o las rajaduras aparecidas en los muros o tabiques divisorios como consecuencia de un asentamiento del terreno”. Los supuestos guardan una asombrosa coincidencia con los señalados por SANTOS MORÓN en el Derecho español, quien los encuadra en los casos de ruina provenientes de los defectos constructivos que afectan la habitabilidad de la obra. El detalle puede verse en nota 29. Del mismo modo, G. A. BORDA sintetiza con su habitual claridad que en nuestro derecho “No es necesario un derrumbe o destrucción de la cosa; basta con un deterioro importante”, Tratado de Derecho Civil. Contratos, Perrot, Buenos Aires, 1979, T. II, pág.  pág. 141.


� En la causa “Luna, Margarita M. c/ Malicia, Orlandino”, CCC Bahía Blanca, Sala I, 27/10/87, L.L. T. 1988, pág. 75, se sostuvo que “Si no hay recepción de la obra no puede accionarse por ruina en función del art. 1646 del Cód. Civ.. Esta acción ...presupone la recepción a partir de la cual rige el ámbito temporal decenal...”.


� R. LORENZETTI, Tratado de los contratos, op. cit., pág. 694.
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